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PODER LEGISLATIVO

CONGRESO DE LA REPUBLICA

LEY Nº 29717

EL PRESIDENTE DEL CONGRESO 
DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;
Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE INCORPORA EL ARTÍCULO 4-A A 
LA LEY 28424, LEY QUE CREA EL IMPUESTO 

TEMPORAL A LOS ACTIVOS NETOS, 
RESPECTO DE LAS COOPERATIVAS 

Artículo 1. Incorporación del artículo 4-A a la Ley 
28424, Ley que Crea el Impuesto Temporal a los Activos 
Netos, respecto de las cooperativas

Incorpórase el artículo 4-A a la Ley 28424, Ley que 
Crea el Impuesto Temporal a los Activos Netos, respecto 
de las cooperativas, con el siguiente texto:

“Artículo 4-A. Cálculo de la base imponible
Tratándose de las cooperativas que gocen de 

inafectaciones o exoneraciones parciales del impuesto 
a la renta relativas a rentas obtenidas por operaciones 
propias de su actividad, la base imponible se calculará de 
la siguiente manera:

a) Sobre el total de ingresos obtenidos por la entidad 
en el ejercicio anterior se identificarán los ingresos afectos 
al impuesto a la renta del mismo ejercicio, determinando 
el porcentaje de las operaciones generadoras de renta de 
tercera categoría.

b) Dicho porcentaje se aplicará al valor de los activos 
netos, calculado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 4 
de la presente Ley.”

Artículo 2. Precisión para el cálculo de la base 
imponible

El artículo 4-A incorporado por la presente Ley a la Ley 
28424, Ley que Crea el Impuesto Temporal a los Activos 
Netos, constituye una precisión para el cálculo de la 
base imponible del impuesto temporal a los activos netos 
(ITAN).

Artículo 3. Vigencia de la Ley
La presente Ley entra en vigencia el 1 de enero de 

2012.

POR TANTO:

Habiendo sido reconsiderada la Ley por el Congreso 
de la República, insistiendo en el texto aprobado en sesión 
del Pleno realizada el día diez de noviembre de dos mil 
diez, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 108 de 
la Constitución Política del Perú, ordeno que se publique 
y cumpla.

En Lima, a los veintitrés días del mes de junio de dos 
mil once.

CÉSAR ZUMAETA FLORES
Presidente del Congreso de la República

ALDA LAZO RÍOS DE HORNUNG
Segunda Vicepresidenta del Congreso
de la República
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LEY Nº 29718

EL PRESIDENTE DEL CONGRESO 
DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 4 
DE LA LEY 28212, LEY QUE REGULA 

LOS INGRESOS DE LOS ALTOS 
FUNCIONARIOS AUTORIDADES DEL 
ESTADO Y DICTA OTRAS MEDIDAS 

Artículo 1. Objeto de la Ley
Modifícase el artículo 4 de la Ley 28212, Ley que 

Regula los Ingresos de los Altos Funcionarios Autoridades 
del Estado y Dicta otras Medidas, el mismo que queda 
redactado con el siguiente texto:

“Artículo 4. Régimen de remuneraciones de los 
altos funcionarios y autoridades del Estado

Las remuneraciones de los altos funcionarios y 
autoridades del Estado señaladas en el artículo 2 se rigen 
por las siguientes reglas:

(…)

b) Los Congresistas de la República, los Ministros de 
Estado, los miembros del Tribunal Constitucional y del 
Consejo Nacional de la Magistratura, los Jueces Supremos, 
los miembros de la Junta de Fiscales Supremos, el 
Defensor del Pueblo y los miembros del Jurado Nacional 
de Elecciones reciben una remuneración mensual 
igual, equivalente por todo concepto a seis unidades 
remunerativas del sector público (URSP). Los Jueces 
Superiores, Jueces Especializados y Jueces Mixtos, y 
Jueces de Paz Letrados reciben una remuneración igual 
al 81%, 58% y 40%, respectivamente, de lo que percibe 
un Juez Supremo.

(…)”

Artículo 2. Derogatoria 
Déjase sin efecto toda norma legal que se oponga a la 

presente Ley.

DISPOSICIÓN 
COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA

ÚNICA. Modificación del artículo 189 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial

Modifícase lo dispuesto en el artículo 189 del Decreto 
Legislativo 767, Ley Orgánica del Poder Judicial, en los 
términos establecidos en la presente Ley. 

POR TANTO:

Habiendo sido reconsiderada la Ley por el Congreso 
de la República, insistiendo en el texto aprobado en sesión 
del Pleno realizada el día veintiocho de abril de dos mil 
once, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
108 de la Constitución Política del Perú, ordeno que se 
publique y cumpla.

En Lima, a los veintitrés días del mes de junio de dos 
mil once.

CÉSAR ZUMAETA FLORES
Presidente del Congreso de la República

ALDA LAZO RÍOS DE HORNUNG
Segunda Vicepresidenta del Congreso 
de la República
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LEY Nº 29719

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

El Congreso de la República

Ha dado la Ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE PROMUEVE LA CONVIVENCIA SIN 
VIOLENCIA EN LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS

Artículo 1. Objeto de la Ley
La presente Ley tiene por objeto establecer los 

mecanismos para diagnosticar, prevenir, evitar, sancionar 
y erradicar la violencia, el hostigamiento, la intimidación y 
cualquier acto considerado como acoso entre los alumnos 
de las instituciones educativas.

Artículo 2. Alcance de la Ley
Esta Ley regula la prohibición del acoso escolar, en 

cualquiera de sus modalidades, cometido por los alumnos 
entre sí, que provoca violencia y saldo de víctimas.

Artículo 3. Designación de un profesional de 
Psicología

Declárase de necesidad la designación de, por lo 
menos, un profesional de Psicología en cada institución 
educativa, encargado de la prevención y el tratamiento de 
los casos de acoso y de violencia entre los alumnos. La 
implementación de esta disposición se realiza en forma 
progresiva de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, 
cuyo plazo concluye en diciembre de 2012.

El Ministerio de Educación define las funciones de este 
profesional, en el marco de la orientación, formación y 
terapia educacional individual o colectiva.

Artículo 4. Consejo Educativo Institucional (Conei)
El Consejo Educativo Institucional (Conei) de cada 

institución educativa realiza, además de sus atribuciones, 
las acciones necesarias para diagnosticar, prevenir, 
evitar, sancionar y erradicar la violencia, el hostigamiento 
y la intimidación entre escolares en cualquiera de sus 
manifestaciones; acuerda las sanciones que correspondan 
y elabora un plan de sana convivencia y disciplina escolar, 
siguiendo las indicaciones emanadas del Ministerio de 
Educación, que recogen y concretan los valores, objetivos 
y prioridades de actuación que orientan y guían el mutuo 
respeto y la solución pacífica de los conflictos.

Artículo 5. Obligaciones del Ministerio de 
Educación 

El Ministerio de Educación tiene las siguientes 
obligaciones:

1.	 Elaborar una directiva, clara y precisa, orientada a 
diagnosticar, prevenir, evitar, sancionar y erradicar 
la violencia, el hostigamiento y la intimidación 
entre alumnos, de modo que sea entendida por 
todos los miembros de la institución educativa.

2.	 Diseñar un boletín informativo sobre los 
principios de sana convivencia para ser 
difundido entre las instituciones educativas.

3.	 Establecer las sanciones en función de 
la proporcionalidad del acoso escolar.

4.	 Supervisar el cumplimiento de esta Ley. 
5.	 Formular sus estadísticas, de conformidad con el 

Libro de Registro de Incidencias sobre violencia 
y acoso entre estudiantes a que se refiere el 
artículo 11, para evaluar el cumplimiento de las 
metas de reducción al mínimo de este fenómeno.

Artículo 6. Obligaciones de los docentes
Los docentes y los miembros del personal auxiliar de 

la institución educativa tienen la obligación de detectar, 
atender y denunciar de inmediato ante el Consejo 
Educativo Institucional (Conei) los hechos de violencia, 
intimidación, hostigamiento, discriminación, difamación y 
cualquier otra manifestación que constituya acoso entre 
los estudiantes, incluyendo aquellos que se cometan por 

medios telefónicos, electrónicos o informáticos y sobre los 
que hayan sido testigos o hayan sido informados. Para 
tales casos, dicho consejo se reúne dentro de los dos 
días siguientes para investigar la denuncia recibida y la 
resuelve en un plazo máximo de siete días. 

Cuando se trate de casos de poca gravedad, los 
docentes deben sancionar directamente a los estudiantes 
agresores, sin perjuicio de su obligación de informar sobre 
dicho incidente al Consejo Educativo Institucional (Conei), 
para los efectos de su inscripción en el Libro de Registro 
de Incidencias sobre violencia y acoso entre estudiantes. 

Artículo 7. Obligaciones del director de la institución 
educativa

El director de la institución educativa tiene la obligación 
de orientar al Consejo Educativo Institucional (Conei) para 
los fines de una convivencia pacífica de los estudiantes 
y de convocarlo de inmediato cuando tenga conocimiento 
de un incidente de acoso o de violencia. Además, informa 
a los padres o apoderados del estudiante o estudiantes 
que son víctimas de violencia o de acoso en cualquiera de 
sus modalidades, así como a los padres o apoderados del 
agresor o agresores. 

El director comunica las sanciones acordadas por 
el Consejo Educativo Institucional (Conei) cuando se 
determine la responsabilidad de un estudiante agresor en 
un incidente de violencia o de acoso. Además, el director 
informa mensualmente a la Defensoría del Pueblo sobre 
los casos de violencia y de acoso entre estudiantes que se 
hayan presentado en la institución educativa.

Artículo 8. Obligaciones de los padres y 
apoderados

Los padres y los apoderados de los estudiantes 
víctimas de violencia, hostigamiento, intimidación o de 
cualquier conducta que sea considerada como acoso 
por parte de otro estudiante deben denunciarla ante la 
dirección de la institución educativa o ante el Consejo 
Educativo Institucional (Conei). 

Los padres y los apoderados de los estudiantes que 
realizan los actos de violencia, hostigamiento o intimidación 
están obligados a brindar toda su colaboración para 
corregir dichos actos y deben comprometerse a cumplir 
con la consejería respectiva.

Artículo 9. Obligaciones de las entidades del 
Estado

La Defensoría del Pueblo hace el seguimiento y la 
supervisión del cumplimiento de las obligaciones previstas 
en la presente Ley por parte de las autoridades del 
Ministerio de Educación. 

Además, realiza las acciones y los estudios necesarios 
con el fin de determinar el nivel de propagación de las 
prácticas de violencia o de acoso entre estudiantes en las 
instituciones educativas. Para tal efecto, las instituciones 
educativas, así como todas las autoridades e instancias 
del Ministerio de Educación le otorgan las facilidades que 
requiera.

Artículo 10. Obligaciones del Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual (Indecopi)

El Instituto Nacional de Defensa de la Competencia 
y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) 
realiza visitas inopinadas de inspección a las instituciones 
educativas para verificar la existencia de cualquier 
tipo de violencia física o psicológica y de toda forma de 
hostigamiento y acoso entre estudiantes, cometidos 
por cualquier medio, incluyendo virtuales, telefónicos, 
electrónicos u otros análogos, de conformidad con su 
rol fiscalizador de la idoneidad en servicios educativos, 
que establece el Código de Protección y Defensa del 
Consumidor; para lo cual, debe tomar declaraciones, 
recoger denuncias de los miembros de la comunidad 
educativa, realizar investigaciones, disponer las acciones 
de comprobación que estime pertinentes, así como imponer 
las sanciones correspondientes. Los resultados de la 
supervisión son comunicados a la comunidad educativa, 
indicando, de ser el caso, la aplicación de correctivos.

El Indecopi debe informar anualmente a la Comisión 
de Educación, Ciencia, Tecnología, Cultura, Patrimonio 
Cultural, Juventud y Deporte del Congreso de la República 
sobre las inspecciones realizadas, las infracciones 
cometidas por las instituciones educativas, las sanciones 
impuestas y los resultados obtenidos, en el marco de lo 
dispuesto en el primer párrafo. 
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Artículo 11. Libro de Registro de Incidencias 
Cada institución educativa tiene un Libro de Registro 

de Incidencias sobre violencia y acoso entre estudiantes, 
a cargo del director, en el que se anotan todos los hechos 
sobre violencia, acoso entre estudiantes, el trámite seguido 
en cada caso, el resultado de la investigación y la sanción 
aplicada, cuando corresponda.

Artículo 12. Medidas de asistencia y protección
Los estudiantes víctimas de violencia o de acoso 

reiterado o sistemático y el agresor deben recibir la 
asistencia especializada.

Artículo 13. Entrega de boletín informativo
Toda institución educativa debe entregar al inicio 

del año escolar a cada estudiante y padre de familia un 
boletín informativo que difunda las normas y principios de 
sana convivencia y disciplina escolar, la proscripción de 
todo tipo de violencia física y psicológica y de toda forma 
de hostigamiento y de acoso entre alumnos, cometido 
por cualquier medio, incluyendo virtuales, telefónicos, 
electrónicos u otros análogos en la comunidad educativa.

DISPOSICIONES
COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIMERA. El Ministerio de Educación elabora el 
reglamento de la presente Ley en el plazo de sesenta días 
calendario.

SEGUNDA. Deróganse o déjanse sin efecto las 
disposiciones que se opongan a la presente Ley.

Comuníquese al señor Presidente de la República para 
su promulgación.

En Lima, a los veintitrés días del mes de junio de dos 
mil once.

CÉSAR ZUMAETA FLORES
Presidente del Congreso de la República

ALDA LAZO RÍOS DE HORNUNG
Segunda Vicepresidenta del Congreso
de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE
LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticuatro 
días del mes de junio del año dos mil once.

ALAN GARCÍA PÉREZ
Presidente Constitucional de la República

ROSARIO DEL PILAR FERNÁNDEZ FIGUEROA
Presidenta del Consejo de Ministros
y Ministra de Justicia
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LEY Nº 29720

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO:

El Congreso de la República
Ha dado la Ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE PROMUEVE LAS EMISIONES DE 
VALORES MOBILIARIOS Y FORTALECE EL 

MERCADO DE CAPITALES

Artículo 1. Aumento de capital por oferta pública
Tratándose de aumentos de capital por oferta pública 

primaria se pueden emitir y transferir certificados de 

acciones de manera previa a la inscripción registral del 
aumento de capital correspondiente, siempre que la 
emisión de las acciones esté sujeta al pago del cien por 
ciento de su valor nominal. En dicho caso, las acciones 
pueden transferirse libremente, no resultando aplicables 
las normas sobre cesión de derechos. 

El registrador público tiene por válido el aumento de 
capital y debe inscribirlo por el mérito de la resolución que 
emita Conasev, disponiendo la inscripción de los valores 
en el Registro Público del Mercado de Valores.

No puede declararse la nulidad por simulación, la 
anulación ni la ineficacia por fraude del aumento de capital 
cuando pudiera derivar en un perjuicio para quienes 
hubieran suscrito o adquirido los valores por oferta pública, 
o que, habiéndolos suscrito o adquirido en virtud de una 
negociación privada, hubieran obrado de buena fe y 
pudieran sufrir un perjuicio. 

Por tal motivo, no son de aplicación al acto a que se 
refiere el presente artículo las disposiciones que establecen 
la nulidad de los actos celebrados por una persona en 
proceso de reestructuración, liquidación extrajudicial o 
declarada en quiebra, contenidas en las normas relativas 
a la reestructuración patrimonial de las empresas en los 
supuestos señalados en el párrafo anterior. 

Artículo 2. Emisión de obligaciones por oferta 
pública y privada

No es de aplicación el límite establecido en el artículo 
305 de la Ley 26887, Ley General de Sociedades, en 
los casos de emisión de obligaciones por oferta pública 
primaria y en los casos de ofertas privadas a que se refiere 
el artículo 5 del Decreto Legislativo 861, Ley del Mercado 
de Valores.

Artículo 3. Responsabilidad social de los 
administradores 

Adicionalmente a las causales de responsabilidad 
social establecidas en la Ley 26887, Ley General de 
Sociedades, los directores y gerentes de los emisores 
con acciones inscritas en las bolsas de valores son 
responsables civilmente por los daños y perjuicios que 
ocasionen a la sociedad las transacciones en las que 
hubieran participado, que generen un perjuicio económico 
o de otra índole al emisor, ambos determinados por el juez 
competente. 

No es responsable el director o gerente que hubiera 
manifestado su disconformidad en el momento del acuerdo 
o cuando lo conoció, y que dicha oposición conste en acta 
o carta notarial. 

Artículo 4. Pretensión social de responsabilidad
Para los fines de la aplicación del artículo 181 de 

la Ley 26887, Ley General de Sociedades, tratándose 
de emisores con acciones inscritas en las bolsas de 
valores, para poder ejercer directamente la pretensión 
social de responsabilidad se requiere ser titular de al 
menos el diez por ciento del capital social de dicho 
emisor.

En tal caso, no constituye requisito previo para iniciar 
la pretensión social de responsabilidad la celebración 
de la junta general de accionistas ni la falta del acuerdo 
respectivo.

Durante el proceso judicial, los demandantes 
pueden solicitar al directorio de forma genérica todos 
los documentos relacionados al acto o decisión que se 
investiga y el directorio debe proporcionarlos. Dicho pedido 
se tramita a través del juez competente. 

La indemnización por daños y perjuicios a favor de la 
sociedad incluye la restitución del beneficio obtenido en 
dicha transacción, sin perjuicio de la responsabilidad penal 
a que hubiera lugar.

Artículo 5. Publicidad de información financiera de 
empresas no supervisadas

Las sociedades o entidades distintas a las que se 
encuentran bajo la supervisión de Conasev, cuyos ingresos 
anuales por venta de bienes o prestación de servicios o sus 
activos totales sean iguales o excedan a tres mil unidades 
impositivas tributarias (UIT), deben presentar a dicha 
entidad sus estados financieros auditados por sociedades 
de auditoría habilitadas por un colegio de contadores 
públicos en el Perú, conforme a las normas internacionales 
de información financiera y sujetándose a las disposiciones 
y plazos que determine Conasev. La unidad impositiva 
tributaria (UIT) de referencia es la vigente el 1 de enero 
de cada ejercicio.


